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En su resolución 5-D (SSl),. de 15 de septiem.bre de 1970^ l a Subcomisión, tras 
haber considerado un informe preliminar presenta.do por l a Sra. Nicole Questiaux, 
recomendó qu.e l a Comisión p i d i e r a a l Consejo Económico j Social que autorizase a 
l a Sra. 0„uestiau3C a continuar e l estudio de "las oonsecu.encias que tienen para e l 
disfrute de los derechos humanos los recientes acontecimientos relativos э. las 
situa.ciones que se conocen como "estado de s i t i o " o "estado de excepción"". E l 
Consejo Económico y Social a.u.torizó l a realización del estudio en su resolución 197^ 

(SCXIV), de 10 de mayo de 1979» 

E l informe (preliminar) del Relator Especial se ехэ.т1пз.га en e l 54^ período 
de sesiones de l a Su-bcom.isión. 

Con ocasión del debate sobre este tema celebrado en e l 33^ período de sesiones 
de l a Subcomisión, un orador señaló, en particular> qtio los "estados de excepción 
constituían tentativas por parte de los gobiernos do dar un semblante de legalidad 
a las violaciones de los derechos fundamentales de sus ciu.dadanos"-^. Esta obser­
vación es un eзфonente de la. pi'eocxipación que h8.n desperta.do las violaciones de 
los derechos humanos más fundamentales que se producen en relación con los estados 
de excepción. Habida cuenta de las violaciones de derechos humanos, denunciadas en 
e l últim_o decenio en países sometidos a l estado de excepción, esa preocû pación 
parece comprensible, a l igual que e l sentimiento general de a l i v i o cu.ando v.ii país 
decide poner f i n a v.n esta.do de excepción. 

1/ Docmnento E/CN.4/Sub.2/459. pág. 24, párr. I42. 
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Desgraciadamente 5 sin embargo, e l levantamiento de los estados de excepción 
o de s i t i o se co-iviorte cada voz más on v n a r t i f i c i o destinado a proporcionar un 
barniz de respetabilidad y dirigido г, dar l a impresión de que l a Ditua.ción de los. 
derechos humanos en e l país de que se tr a t a ha no¿orado, cuando no os así. En 
varios países, una vez levantado e l estado de excepción o de s i t i o , continúan las 
prácticas o f i c i a l e s que viol a n los derechos humanos fundamentales y se mantienen 
las leyeB que niegan tales derechos a loe. ciudadanos. 

Dos países pueden s e r v i r de ejemplo p,ara poner de manifiesto lo a.nteriormente 
expuesto. Durante e l estado de excepción vigente en 1979 en S r i Lanha, e l Gobierno 
de ese país promulgó l a Dey de Prevención del Terrorismo (Disposiciones provisionales) 
№ 48, de 20 de j u l i o de 1979. E l 27 de diciembre de I979 se puso f i n a l estado de 
excepción^, pero l a Dej'- sigue en vigor, Con arreglo a l a Ley, cualquier persona 
puede ser detenida por un plazo de hasta 10 meses "en e l lugar y en las condiciones 

3/ 

q̂ ue determine e l l i i n i s t r o " - ^ . Conforme a l a Ley, las personas detenidas pueden ser 
mantenidas incomunica,das s i n que se l e s notifique l a acu.sación form^ilada, contra 
e l l a s n i se les permita ver a parientes o abogados. A mediados áe junio de 1901, 20 

personas, todas e l l a s miembros de l a minoría Tamil de S r i Lanka, fueron retenidas 
de ese modo tras haber sido detenidas a, principios de a b r i l , supuestamente en r e l a ­
ción con e l robo de un ba/nco. Las disposiciones de l a Ley de Prevención d e l Terrorismo 
aquí citadas están en contradicción con l a Constitución de S r i Lanka y e l Pacto 
Internacional de Derechos Cj.viles y Políticos, ratific a d o por S r i Lanka en I9OO. 

En e l caso de F i l i p i n a s , e l 17 de enero de I98I se puso f i n a l a ley marcial 
que había estado en vigor durante ocho años y medio. ITo obstante, e l Presidente 
conserva amplios poderes adquiridos en virtud de decretos promulgados durante e l 
período de l e y marcial. Sif^ien en vigor, por ejemplo, los decretos que declaran 
l a i l e g a l i d a d de las huelgas y permiten l a detención y prisión a r b i t r a r i a s . Siguen 
recibióndose noticias de detenciones a r b i t r a r i a s , muertes masivas de c i v i l e s y 
torturas en F i l i p i n a s , en p a r t i c u l a r l a detención arbi.traria y e l trato irihuma.no de 
abogados que han ofrecido sus servicios profesionales a presos políticos. 

2/ Después do 1979 se ha declarado varias veces e l estado de excepción en 
S r i Lanka por períodos breves. E l I7 de agosto de I98I se declaró e l segundo 
estado de excepción en dos meses "para reprimir l a v i o l e n c i a en las aldeas de l a 
región septentrional del país". 

¿/ Párrafo 1) del artículo 9 de l a Ley de Prevención del Terrorismo (Disposiciones 
provisionales) 1T̂  43, de I979. 
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En otros países se han promulgado leyes o,ue surten efectos análogos a los de -un 
estado de excepcións pero sin que e l gobienio correspondiente haya declarado necesa­
riamente l a existencia d.e una sitiiacion dLe excepción. Por ejemplo, en e l caso del 
Perú se acogió favorablemente l a vuelta del poder c i v i l en 1900, considerándose que 
permitiría una mayor protección d.e los d.erechos htunanos en ese país. Sin embargo, e l 10 

de marzo de I 9 8 I se adoptó e l Decreto-ley № 46, conocidio tambión como "Ley antite r r o ­
r i s t a " , en v i r t u d d.el cual cualqtiier persona que con e l propósito de suscitar un estad.o 
de inquietLid entre l a población ejecutare actos que jmeden crear im pelig'ro para l a 
salud, de la,s personas, empleando mótod.os que puedan afectar a las relaciones intema-
cionales o a l a seguridad del Estado, puede ser condienada, a diez años de prisión como 
mínimo^. Las personas detenidas en virtud, de esa ley pueden ser mantenidas en prisión 
durante 15 días y pueden ser trasladadlas de luga,r cuando t a l medida sea. estrictamente 

5/ 

necesaria para e l buen éxito de las inda,gaciones p o l i c i a l e s - ' . 
Sin ninguna relación con una declajración específica del estad.o de excepción en 

el Pakistán, l a Constitución de ese país incluye una disposición qiie suprime ciertas 
protecciones aplicables a las personas en prisión preventiva "que actúen o intenten 
actuar de forma perjud.icial para la. integridia-d, seguridad o defensa d.el Palcistán, o 
•una parte del mismo, o que cometan o intenten cometer cua.lquior 3.cto que pueda c a l i f i ­
carse de actividad antina.ciona.l"'^. También en este ca.so l a vaguedi.a.d de esa d.ispo-
sición permitiría un tipo de detención que, en rea.lid.ad, es idéntico a l existente en 
ca.so de estado de s i t i o . 

Esta exposición se presenta para señalar a la. atención de l a Subcomisión si t u a ­
ciones en las que e l hecho de poner f i n a l estado de excepción, aunque desable, no 
respionde en realidad a una mejora de l a protección de los derechos himianos fundamenta.les 

La revocación de los estados do excepción debe ser acogida con satisfacción, pero, 
para, que tenga algún sentid.o, debe i r acompaña.da de la. abroga.ción de trojas las leyes 
o d.ecretos d.e excepción ciue no pued.an j u s t i f i c a r s e "en l a medida estrictamente limitada 
a las exigencias die l a situación". 

Todo país tiene derecho a defenderse contra e l terrorismo, pero no debe permitirse 
que las llama.das leyes "antiterroristas'' sirvan para amparar l a represión de una opo­
sición política, legítima. 

èj Artículo 1 del Decreto-ley № 46, de 10 de marzo de I 9 O I . 

¿/ Véase l a nota precedente, artículo 9 . 

6/ Documento Е/СН.л/ЗггЬ. 2/470/Add. 3, pág, 2. 


